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ACTA No. 0094 del 22 de Julio de 2009


Dentro del término estipulado en los artículos 86 de la Constitución Nacional y 29 del Decreto 2591 de 1991, se resuelve en primera instancia la Acción de Tutela impetrada por Guillermo Gómez Alzate contra el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira que pretende la protección de los derechos fundamentales que denominó al debido proceso, desconocimiento de la prevalencia del derecho sustancial, desprotección de la tercera edad, negación a al seguridad social y al mínimo vital.

El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Pretende el accionante a través de éste medio de protección constitucional que se revoque la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, el 27 de octubre de 2008, y se ordene a ese despacho decidir de fondo nuevamente sin consideración a la declaración de prescripción de conformidad con la Sentencia T-099-08, de la Corte Constitucional.

II. IDENTIFICACION DEL ACCIONANTE


Se trata del señor Guillermo Gómez Alzate, identificado con la cédula de ciudadanía N° 4.320.609 expedida en Manizales

III. AUTORIDAD ACCIONADA

Se trata del Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, en cabeza de la doctora María Yolanda Echeverri Granada.

IV. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS

Se invoca la tutela de los derechos fundamentales al debido proceso, desconocimiento de la prevalencia del derecho sustancial, desprotección de la tercera edad, negación a al seguridad social y violación al mínimo vital.
V. ANTECEDENTES

1. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

Que tramitó proceso ordinario de única instancia contra el Instituto de los Seguros Sociales, ante el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira con el fin de obtener la reliquidación de la indemnización sustitutiva de su pensión. 

Que mediante Resolución N° 2267 de 2003, el Instituto de Seguros Sociales, reconoció la indemnización sustitutiva con base en 598 semanas, pero que no fueron tenidas en cuenta 103.42 semanas cotizadas entre el 01 de julio de 1997 y el año 2001.  
Que según la sentencia proferida en el asunto señalado, el despacho reconoce que le asiste el derecho a la reliquidación de la indemnización sustitutiva, procedió a declarar la prescripción por el tiempo transcurrido entre el reconocimiento de la indemnización sustitutiva y la reclamación de la reliquidación de la misma.
Aduce que el despacho al momento de tomar la decisión, no tuvo en cuenta el pronunciamiento de la Corte Constitucional en la Sentencia T- 099 de 2008, donde se manifiesta que la indemnización sustitutiva de la pensión no prescribe, por lo que con esa decisión considera vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso,  a la seguridad social, a la protección de la tercera edad, y sus derechos de contenido económico, ya que no cuenta con cuenta con ningún tipo de ingresos.

Finaliza exponiendo, que el desconocimiento del pronunciamiento jurisprudencial por parte del despacho accionado, configura una vía de hecho. 

VI. CONSIDERACIONES
1. Problema Jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Es procedente la acción de tutela para obtener la protección de los derechos fundamentales que se consideran vulnerados, aunque se interponga después de varios meses de ocurrencia de la presunta transgresión?

Arguye el accionante que se encuentra frente a la violación de los derechos fundamentales que denominó al debido proceso, desconocimiento de la prevalencia del derecho sustancial, desprotección de la tercera edad, negación a la seguridad social como principio irrenunciable y violación al mínimo vital,  por una clara vía de hecho en que incurrió la señora Jueza Segunda Laboral de Circuito de esta ciudad, ante la decisión adoptada mediante proveído de fecha 27 de octubre de 2008, mediante el cual dispuso negar el reconocimiento de la reliquidación de la indemnización sustitutiva, bajo el argumento de estar prescrito el derecho, decisión adoptada sin tener en cuenta lo dispuesto por la H. Corte Constitucional en Sentencia T-099 de 2008, en la que se expresa que el la indemnización sustitutiva NO PRESCRIBE.

En primer lugar ha de manifestarse que el análisis efectuado por el accionante al pronunciamiento jurisprudencial citado precedentemente, no puede tener el alcance que ella pretende darle, toda vez que la ratio decidendi del asunto tratado en esa ocasión por la H. Corte Constitucional, si bien era relacionado con la indemnización sustitutiva, lo que realmente se discutía era la negación del derecho a su reconocimiento por la entidad encargada de hacerlo, bajo el argumento de que no le era aplicable al demandante la Ley 100 de 1993, por cuanto su última cotización fue efectuada con anterioridad a la entrada en vigencia de esa normativa y por no tener la calidad de afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones; argumentos que difieren notablemente de lo que es materia de estudio en el presente asunto.


Por otra parte, establece el artículo 86 de la Constitución Nacional, lo siguiente:

“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”. (Negrilla fuera del original).

Como se observa, la disposición transcrita consagra como una de las finalidades de la acción de tutela, la protección inmediata de los derechos fundamentales que el afectado considera vulnerados.



En el presente asunto, el actor acudió a la acción de tutela después de aproximadamente nueve meses de la ocurrencia de la presunta violación de sus derechos fundamentales (recuérdese, que la sentencia proferida dentro del proceso ordinario data del 28 de octubre de 2008), período de tiempo significativamente amplio como para hablar de inmediatez en el ejercicio de esta herramienta constitucional.


Respecto de este aspecto – inminencia o inmediatez-, es necesario traer a colación las siguientes consideraciones de orden jurisprudencial
:
 (…) 

"5. Alcances del Artículo 86 de la Constitución en cuanto al término para interponer la tutela.
 

"(...)
 

"Teniendo en cuenta este sentido de proporcionalidad entre medios y fines, la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable.  La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto.  De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado, de tal modo que no se vulneren derechos de terceros.
 

(…) 

"En jurisprudencia reiterada, la Corte ha determinado que la acción de tutela se caracteriza por su "inmediatez":
 

'La Corte ha señalado que dos de las características esenciales de esta figura en el ordenamiento jurídico colombiano son la subsidiariedad y la inmediatez: …la segunda, puesto que la acción de tutela ha sido instituida como remedio de aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza. Cfr. Corte Constitucional. Sala Tercera de Revisión. Sentencia Nº T-1. Abril 3 de mil novecientos noventa y dos (1992)  Luego no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a reemplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden garantía de sus derechos constitucionales fundamentales.
 

(…)
 

 'Si la inactividad del accionante para ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que se conceda la acción de tutela, del mismo modo, es necesario aceptar que la inactividad para interponer esta última acción durante un término prudencial, debe llevar a que no se conceda.  En el caso en que sea la tutela y no otro medio de defensa el que se ha dejado de interponer a tiempo, también es aplicable el principio establecido en la Sentencia arriba mencionada (C-543/92), según el cual la falta de ejercicio oportuno de los medios que la ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no puede alegarse para beneficio propio, máxime en los casos en que existen derechos de terceros involucrados en la decisión'."
 

 


De conformidad con la anterior jurisprudencia, el ejercicio tardío e inoportuno de la acción de tutela, la invalida como remedio inmediato ante la amenaza o violación de derechos fundamentales, pues según se expresó, la interposición de la tutela deberá hacerse dentro de un plazo prudencial, a fin de garantizar que el amparo constitucional pretendido cumpla su función como remedio urgente ante la vulneración de los derechos fundamentales presuntamente quebrantados. Por ello, pretender acudir a la acción de tutela varios meses después de que han ocurrido los hechos violatorios de los derechos fundamentales, rompe con el principio de inmediatez y desvirtúa el posible perjuicio irremediable que se hubiere causado; por lo tanto al  no cumplir con el requisito de inmediatez no podrá accederse a la tutela de sus derechos a través de este mecanismo de amparo.


Los anteriores argumentos son suficientes para denegar la deprecada protección constitucional, por ser claramente improcedente.


Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución

VIII. RESUELVE

1. NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados como vulnerados por el señor Guillermo Gómez Alzazte, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

2. Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

3. La presente sentencia puede impugnarse ante la H. Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación. 

4. En caso de no ser impugnado este fallo remítase junto con el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los magistrados, 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Corte Constitucional. SU-961 de 1999. M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa.
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